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LA PROCEDENCIA DEL DAÑO MORAL EN LAS PERSONAS JURÍDICAS EN COLOMBIA  
Por Germán Augusto Jiménez Restrepo1 
RESUMEN 
En Colombia se ha evidenciado a través del tiempo, la evolución de la responsabilidad civil y 
la reparación por los daños ocasionados a las personas naturales; pero no son comunes los 
procesos iniciados por personas jurídicas con el objeto de la reparación por daño moral, a 
pesar que se conoce que también son sujetos de derechos dentro del ordenamiento jurídico. 
Surge el interrogante acerca de la viabilidad de la indemnización por daño moral a personas 
jurídicas emanada del daño a su buen nombre.  La jurisprudencia poco ha hecho alusión al 
caso en concreto, pues el derecho de daños es algo muy nuevo y se ha venido abriendo 
campo a través de los años. 
La indemnización  por daño moral a personas jurídicas procede en su afectación al buen 
nombre, siempre y cuando sea probado debidamente; pero se abre una puerta de discusión 
frente a otras situaciones en las que sería posible su reconocimiento, aportándole al derecho 
pautas para que los abogados puedan fundamentar sus demandas y así lograr una 
indemnización por daño moral a las personas jurídicas; por lo tanto, el propósito específico 
de este artículo es conocer si procede la indemnización por daño moral a personas jurídicas  
y en qué casos, y aproximarse a los lineamientos jurisprudenciales y legales que 
fundamentan la base de la procedencia o no de la indemnización objeto de estudio para las 
personas jurídicas. 
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ABSTRACT 
In Colombia, the evolution of civil liability and reparation for the damages caused to natural 
persons has been evidenced over time, but the processes initiated by legal persons with the 
 
1 Abogado de la Universidad Libre de Pereira, estudiante de la Especialización en Derecho de 
Daños Responsabilidad Pública y Privada.  
object of reparation for moral damage are not common, to Although it is known that they are 
also subjects of rights within the legal system. The question arises about the feasibility of 
compensation for moral damage to legal persons arising from the damage to their good name; 
The jurisprudence has made little reference to the specific case, since the right of damages is 
something very new and has been opening field over the years. 
The compensation for moral damage to legal persons proceeds in its affectation to the good 
name, as long as it is properly proven but a discussion door is opened in front of other 
situations in which its recognition would be possible, giving the law guidelines so that lawyers 
can substantiate their demands and thus obtain compensation for moral damage to legal 
persons; Therefore, the specific purpose of this article is to know whether compensation for 
moral damage to legal persons is appropriate and in what cases and to approximate the 
jurisprudential and legal guidelines that support the basis of the provenance or not of the 
compensation under study for legal persons. 
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INTRODUCCIÓN 
En Colombia aún no existe regulación específica en materia de indemnización de daño moral 
a las personas jurídicas. Hasta el momento la teoría encontrada corresponde a la que los 
Jueces han proferido en los casos que se han resuelto en sus juzgados y es así como se ha 
creado una jurisprudencia sobre el tema marcando pautas que son precedentes para futuros 
casos.     
El Artículo 633 del Código Civil Colombiano (Código Civil 2011 p. 243), define la persona 
jurídica, como un ente ficticio, capaz de contraer obligaciones y ejercer derechos y que 
puede ser representada judicial y extrajudicialmente.  
A su vez el diccionario de la Real Academia de la lengua define ficticio: Fingido, imaginario o 
falso.  
Dentro de las sentencias en procesos de responsabilidad civil, se encuentra el daño como un 
elemento esencial para la configuración de la reparación que se pretende, y se ha 
establecido, dentro de la jurisprudencia, como: 
 “la vulneración de un interés tutelado por el ordenamiento legal, a consecuencia de 
una acción u omisión humana, que repercute en una lesión a bienes como el patrimonio 
o la integridad personal, y frente al cual se impone una reacción a manera de 
reparación o, al menos, de satisfacción o consuelo cuando no es posible conseguir la 
desaparición del agravio”. (Corte Suprema de Justicia, 2018). 
Concretamente con referencia al daño moral en personas jurídicas se han dado algunas 
pinceladas, pero no hay una clara teoría al respecto por lo que amerita una revisión de lo que 
la jurisprudencia ha venido estableciendo porque no hay unificación sobre si procede o no la 
indemnización de daño moral en personas jurídicas y el acervo probatorio necesario para 
llegar a establecer este daño por la vulneración a su derecho al buen nombre. 
Las personas jurídicas son realidades ficticias, es decir que pueden corresponder a la órbita 
de lo imaginario o falso; por lo tanto, establecer que se afectan por daño moral como el que 
se ha establecido para las personas naturales se podría considerar a simple vista que no 
serían sujetos a quienes se les deba reconocer el daño moral considerando que una persona 
“ficticia” no “sufre”. Sin embargo, las personas jurídicas dependen en gran medida de su 
buen nombre y prestigio para tener una imagen adecuada que les permita atraer clientes en 
el mercado en el que se establezcan; por lo tanto, cualquier afectación en este aspecto se va 
a ver reflejada en la pérdida de contratos, afectación económica e incluso hasta la quiebra.  
Se considera este un tema relevante por la difusión masiva de las comunicaciones por medio 
de redes sociales y no toda la información difundida es confiable y real por lo que la 
publicación falsa de una noticia que afecte la imagen de una empresa puede acarrear 
consecuencias jurídicas y patrimoniales nefastas para ella.   
Para dar un ejemplo se trae a colación una falsa noticia de un muerto en los tanques donde 
producen la “Pony Malta”, que fue reproducida por las redes sociales y de la que se extracta 
la publicación realizada por el diario El Tiempo sobre aquélla:  
Varios usuarios de WhatsApp recibieron un audio donde se alerta del riesgo de beber 
Pony Malta. ¿La razón? Quien habla asegura que un operario de una de las plantas 
donde se produce y embotella la malta murió en el interior de un tanque de 
almacenamiento, lo que provocó, según el mensaje, que varios lotes de la bebida 
estuviesen en mal estado. Al mismo tiempo, en Twitter y Facebook circuló una 
impactante foto del supuesto cadáver y el operativo de rescate. Todo resultó siendo una 
falsa noticia. 
Ningún operario falleció y la imagen corresponde al levantamiento del cuerpo de Elisa 
Lam, una ciudadana china que se ahogó en un tanque de agua de un hotel en Los 
Ángeles (Estados Unidos), hecho ocurrido en 2013. (Semana, octubre 18 2015) 
Esta noticia generó una disminución en las ventas del producto y requirió de múltiples 
aclaraciones publicadas en los medios de comunicación donde se dieron a conocer los 
procesos y la seguridad con la que se realizaba la producción de esta bebida porque la 
disminución de las ventas generó un detrimento patrimonial a la empresa. 
Las personas del común no corroboran este tipo de información y por el contrario las 
masifican y comparten en un fenómeno conocido como “viralización” que hace referencia a 
su publicación masiva a través de diferentes redes sociales y que hace conocer 
mundialmente la información.  
Esta situación ha hecho que muchas empresas colombianas, como las micro empresas, 
quiebren y tengan que cerrar sus establecimientos de comercio, por noticias falsas que 
personas inescrupulosas tienden a publicar por los medios masivos de comunicación. 
Ante esta situación se verán afectadas las personas jurídicas por lo que es necesario, en 
casos concretos, donde se evidencie la persona que generó el daño al buen nombre de 
alguna empresa, aplicarle como indemnización el daño moral acaecido por el detrimento 
patrimonial causado por afectación a su buen nombre. 
Considerando este un tema de interés en la responsabilidad civil y específicamente en el 
daño, con el presente ensayo se busca hacer una aproximación al desarrollo jurisprudencial 
y doctrinario que permita establecer una teoría sobre el tema y los elementos probatorios 
tenidos en cuenta en las indemnizaciones que han resultado exitosas para estos casos.  
Para este abordaje, primero se realizará una revisión de la noción del daño, del daño y 
perjuicio moral, una mirada a la figura de persona desde el punto de vista jurídico y por último 
se analizará el interrogante planteado para el desarrollo del presente artículo: ¿Resulta viable 
la indemnización por daño moral a personas jurídicas?, teniendo como base lo revisado y 
finalmente aportando un punto de vista crítico sobre el tema.  
El daño como tal, a través de la jurisprudencia, se clasifica en los daños materiales e 
inmateriales, tratando de diferenciar cuál sería el origen que los causa y el objetivo de la 
indemnización. Dentro de esta clasificación se ha encontrado que los daños inmateriales se 
refieren a aquellos que afectan a la persona como tal en su ser íntimo y que corresponden al 
sufrimiento de una persona. Los daños materiales se refieren al detrimento del patrimonio 
económico que puede sufrir una persona natural o jurídica y se pueden cuantificar y medir en 
términos económicos. 
Por su parte, el daño moral se ha definido en la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia como: 
“una especie de daño no patrimonial consistente en el quebranto de la interioridad 
subjetiva de la persona y, estricto sensu, de sus sentimientos y afectos...insustituibles e 
inherentes a la órbita más íntima del sujeto...por la afectación de otros bienes, derechos 
o intereses sean de contenido patrimonial o extrapatrimonial.” (Corte Suprema de 
Justicia, 2009) 
 
MATERIALES Y MÉTODOS 
El presente artículo se realizó a través de la consulta y análisis documental de algunas 
sentencias emitidas por las Altas Cortes en Colombia, con relación al reconocimiento de 
perjuicios morales a favor de personas jurídicas. Para ello, se hizo necesario definir 
conceptos sobre el daño moral, la responsabilidad civil, las personas jurídicas, a fin de 
explorar la posibilidad de la indemnización de estas, cuando se les ha causado una 
afectación de índole moral.  
Se realizó a través de un diseño cualitativo e interpretativo de tipo documental, donde se 
abordaron y analizaron documentos, textos y jurisprudencias emanadas por los tribunales 
administrativos y por la Corte Constitucional, así como también las referencias bibliográficas 
de diferentes autores frente a la controversia jurídica propuesta. Finalmente, al analizar las 
variables cualitativas de cada una de las posturas jurisprudenciales vigentes, se 
establecieron las condiciones en las que procede la indemnización de personas jurídicas, con 
el objetivo de dar respuesta al interrogante de si estas últimas sufren o no el daño moral y si 
se considera que éste se deba ser reconocer. Se consideró que puede ser de utilidad para la 
comunidad jurídica, como son los estudiantes de derecho, abogados, jueces, al igual que a 
los empresarios dueños de las personas jurídicas en Colombia, y con ello se pretende dar 
claridad acerca de si en Colombia son objeto de indemnización de daño moral por la 
vulneración a su buen nombre a partir de la constitución de 1991. 
 
MARCO DE REFERENCIA 
 
Como ha dicho el profesor Fernando Vidal Ramírez hablando sobre el origen de la 
responsabilidad civil, el hombre en permanente comunidad tiene una alta probabilidad de 
causar algún tipo de acción sobre otro que genere consecuencias interpretadas por el otro de 
forma negativa por lo que se originaría allí la responsabilidad traducida en la necesidad de 
causar la reparación de lo que el otro ha interpretado como daño, que es el factor que 
determina la existencia de la responsabilidad. Por lo tanto, la responsabilidad, de forma 
histórica, viene ligada al inicio del Derecho como tal.  
De forma inicial la responsabilidad inicialmente partía del instinto de venganza natural para 
quien se consideraba víctima de otro, pero posteriormente se fue desarrollando el Estado 
como organización social que regulaba las relaciones de los hombres lo que va 
condicionando que la responsabilidad no se tomara por cuenta propia de la víctima sino a 
través de mecanismos regulados y dirigidos por el Estado para que esta reparación fuera 
acorde al daño causado. (Ramírez F, 2001 p. 389-390). 
Se puede entender la responsabilidad civil como una consecuencia jurídica por la cual un 
comportamiento ilícito va a llevar a la indemnización de unos perjuicios causados a otro, 
entre los cuales pueden derivarse de la violación a la ley, a un contrato o a un daño. 
(Sarmiento D. 20017 p. 104) 
Por lo tanto, la responsabilidad civil y el daño vienen desde el Derecho Romano y se han 
desarrollado desde entonces tomando gran relevancia en el ejercicio del Derecho como se 
conoce hoy. 
Se define como daño, dentro de la responsabilidad civil, un deterioro con un valor patrimonial, 
el cual no es justificado y al cual es posible atribuirle su ocurrencia a la conducta de otra 
persona. Por lo tanto, el daño debe tener un componente antijurídico, es decir, contrario a lo 
que el ordenamiento jurídico establece y por lo tanto un detrimento que la víctima no está en 
obligación de soportar. (García y Fernández, 1993, p. 63). 
En Colombia, con la expedición de la nueva Constitución Política de 1991, se da un 
crecimiento en el concepto de daño antijurídico contemplado en el artículo 90 que reza así: 
“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”. Esto ha otorgado a quien 
se considere víctima, que la lesión de un bien sea patrimonial o extrapatrimonial, consiste en 
una carga que no está obligada a soportar y que no tiene justificación desde la Ley ni el 
Derecho. (Consejo de Estado, 2008). 
Luis Fernando y Francisco Ternera han definido el daño, a partir de la jurisprudencia del 
Consejo de Estado, como “una lesión, menoscabo, destrucción o detrimento en un derecho 
patrimonial, conocido como daño material o extrapatrimonial que incluye los derechos 
personalísimos que dan origen a lo que conocemos como daño moral”. (Ternera L.F y 
Ternera F. 2008 p. 101-106) 
La Jurisprudencia ha establecido tres condiciones para que el daño sea objeto de reparación, 
estos son que sea directo, cierto y legítimo. (Corte Suprema de Justicia de Colombia. 1946, 
Corte Suprema de Justicia de Colombia. 1960, y Corte Constitucional de Colombia 2007). 
En cuanto a directo se ha referido la Corte a su nexo de causalidad, que es a la vez otro de 
los elementos necesarios para configurar la responsabilidad. La relación de causalidad o 
nexo es aquel que liga un fenómeno a otro, es decir, la relación de causa y efecto jurídico. 
Debe ser cierto, es decir, que se debe establecer en términos probatorios la existencia de un 
empobrecimiento patrimonial o la transgresión de un derecho personalísimo y que lleven a un 
pleno convencimiento del juez. Y en cuanto a legítimo, se considera que debe estar protegido 
por el ordenamiento porque no todos los daños son reparables.  (Ternera L.F y Ternera F. 
2008 p. 102-103) 
Yolanda Veilma define los daños extrapatrimoniales como aquellos que afectan a los 
derechos personalísimos; entre ellos están la vida, honor, dignidad, reputación, propia 
imagen, estima social, salud física; es decir que están relacionados con la órbita más íntima 
de la persona. (Veilma Y. 2017) 
El daño material se puede cuantificar y por lo tanto su estimación resulta medible y por ende 
más fácil de establecer. Por su parte, el daño moral es difícil de establecer por ser una 
condición subjetiva que se refiere al dolor, aflicción, desesperación o congoja que se ha 
causado y que no es medible ni cuantificable como el daño patrimonial que hace referencia a 
sus bienes materiales. 
Violeta Silva Velásquez realiza una aproximación al concepto del daño moral entendiendo 
que es aquel que no afecta los bienes patrimoniales. Está relacionado con la persona en 
aquellos bienes inmateriales que afectan la en su subjetividad cuyo detrimento es inmaterial 
y por lo tanto no valorable en dinero; son aquellos que no configuran un menoscabo 
económico. (Silva, V. 2016 p. 6,7).  
En Colombia se reconoce la existencia de los daños materiales e inmateriales, también 
conocidos como daños patrimoniales y extrapatrimoniales. 
El reconocimiento de los daños extrapatrimoniales empezó por fallo de la Corte Suprema de 
Justicia en el año 1922. Esta fue una sentencia de casación en una demanda interpuesta por 
el señor León Villaveces donde solicitaba la indemnización de perjuicios por negligencia del 
municipio de Bogotá. En este caso, un empleado del municipio exhumó los restos de la 
esposa del señor Villaveces y los depositó en una fosa común, por lo cual el señor Villaveces 
solicitó que se condenara al municipio por el sufrimiento ocasionado por esta acción. El 
Tribunal absolvió al municipio porque no se demostraron perjuicios patrimoniales. El señor 
Villaveces solicita recurso de casación considerando que según el Código Civil todos los 
perjuicios debían ser reparados, no solo lo económicos.  De esta forma se reconoció el daño 
extrapatrimonial. (Rivera, A.2003 p. 10,11). 
 
A raíz de esta sentencia la jurisprudencia fue introduciendo el concepto de daño moral, por lo 
que se puede decir que este concepto ha sido construcción jurisprudencial y han sido las 
Cortes las que lo han reconocido, regulado a partir de sentencias que han marcado hitos 
para el desarrollo jurídico y en ausencia de normas expresas que regulen la materia.  
  
Se encuentra otra sentencia de importante trascendencia sobe el tema que tiene fecha del 12 
de septiembre de 1996 de la Corte Suprema de Justicia y en la que se trata de los daños 
morales objetivados y subjetivados.   
 
 “daños morales objetivados son los perjuicios que emanan de él en forma 
concreta, determinada y determinable.  Los daños morales subjetivados son las 
lesiones al patrimonio estrictamente moral, en que se comprende la parte 
afectiva de él” 
 
En esta sentencia la Corte considera que la indemnización de los perjuicios morales 
subjetivados es potestad del juez, teniendo en cuenta que a falta de norma legal para fijar la 
cuantía quedaría al arbitrio judicial la determinación de los mismos pero que en cuanto a los 
daños materiales y al daño moral objetivado se puede establecer y cuantificar por reglas 
ordinarias. (Mantilla, L 2015) 
 
De esta forma se confirma que el reconocimiento de estos daños morales ha sido a través de las 
sentencias y el desarrollo jurisprudencial es el que ha permitido que se tenga una estimación 
acerca de cómo indemnizar estos daños, llegando a categorizar su reparación según la causa del 
daño como es el caso de muerte; y para dar un ejemplo, se cita una tabla que aparece en la 
sentencia del 28 de agosto de 2014 del Consejo de Estado, de unificación jurisprudencial y que 
fija reglas sobre la indemnización moral: 2 
 
 
Como se mencionó previamente, la definición de persona jurídica viene del Código Civil que 
 
2 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera, sentencia de unificación jurisprudencial del 28 
de agosto de 2014, Exp. 26.251, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Actor: Ana Rita Alarcón Vda. de Gutiérrez y otros. Demandado: 
Municipio de Pereira   
la enmarca como una persona ficticia en capacidad de derechos y obligaciones y que puede 
ser de dos tipos fundaciones y beneficencia pública.  
Se consulta en la página de la Cámara de Comercio de Bogotá la diferencia entre una 
persona natural y una persona jurídica y establecen las siguientes:  
“a. La persona natural sigue siendo la misma, simplemente adquiere la calidad de 
comerciante por desarrollar en forma profesional una actividad mercantil. La persona 
jurídica, una vez constituida, forma una persona diferente de las individuales que la 
conforman. 
b. La persona natural actúa siempre con su nombre personal, aunque puede utilizar un 
nombre diferente al registrar el establecimiento de comercio. Como la persona jurídica 
es un ente diferente de los socios, tiene su propio nombre y debe actuar como tal, sin 
necesidad de identificar a las personas que la conforman. 
c. La persona natural actúa por sí misma, mientras que la persona jurídica debe actuar 
a través de su representante legal para contraer obligaciones, así como para ejecutar 
los actos propios de los empresarios. 
d. La persona natural se identifica con su número de cédula y la DIAN le asigna un NIT, 
que es el mismo número de cédula con un dígito adicional; la persona jurídica se 
identifica con el certificado de existencia y representación legal, y el NIT que le fije la 
DIAN. 
e. La persona jurídica posee su propio patrimonio, el cual es diferente del patrimonio de 
los socios; por tanto, para el cumplimiento de las obligaciones primero se requiere a la 
sociedad, a fin de que responda y cumpla con su patrimonio y en su defecto a los socios. 
La persona natural responde con la totalidad de su patrimonio, que puede estar 
conformado con la totalidad de los bienes de la empresa, personales y de su familia.” 
De lo anterior se puede extractar que la persona jurídica constituye un ente diferente a las 
personas individuales, no requiere identificar las personas que la constituyen y tiene un 
patrimonio diferente al de los socios.  
 
En la Sentencia de unificación de la Corte Constitucional 182 de 1998, se comenta sobre los 
derechos de las personas jurídicas y que considera que pueden reclamar dentro de nuestro 
ordenamiento y que por lo tanto las autoridades están obligadas a reconocer y respetar. 
Considerando incluso que tienen derechos fundamentales, dados por su existencia y son 
sujetos que pueden reclamar las garantías de los mismos tal como las personas naturales 
cuando consideren que tales derechos son vulnerados. Entre estos la Corte menciona el 
debido proceso, la igualdad, la inviolabilidad del domicilio, la libertad de asociación, la libertad, 
el acceso a la administración de justicia, el derecho a la información, el habeas data y el 
derecho al buen nombre, entre otros. Considera, además, que tienen derecho a la acción de 
tutela como mecanismo para el reconocimiento y protección de aquéllos.  
También menciona que la persona jurídica no corresponde a una ficción, ni es un ente teórico 
como se había establecido en otras leyes, sino que es una realidad que ejerce derechos y 
contrae obligaciones y por lo tanto debe tener las garantías para su protección. (Corte 
Constitucional, 1998).   
Esta postura de la Corte Constitucional difiere de la de planteada por la Corte Suprema de 
Justicia, donde argumenta que el reconocimiento de los derechos fundamentales solo está 
limitado a los seres humanos, y que, por lo tanto, no es posible extender estas garantías 
a las personas jurídicas en consideración a que estas se crean por el hombre por su 
voluntad y necesidades; a continuación, un aparte de lo expresado por la Corte: 
 “El reconocimiento de la primacía de los derechos inalienables de la persona 
dispuesto por el artículo 5° de la Constitución debe entenderse referido y limitado 
a los seres humanos sin que resulte admisible aceptar, a juicio de esta Sala de la 
Corte, que en el pensamiento del Constituyente de 1991 hubiese existido el 
propósito de extender esas garantías a los entes que el hombre crea para su uso y 
provecho y que, por tanto, adquieren personería jurídica – o la pierden - por la 
exclusiva voluntad humana. Toda la estructura de nuestra Carta de Derechos 
muestra como inequívoca intención de sus autores la de colocar las cosas al 
servicio de los seres humanos y no la de poner éstos al servicio de aquella” (Corte 
Suprema de Justicia, Sentencia 994, 1994, 22 de junio)  
De aquí la controversia frente al tema del reconocimiento del daño moral que se ha 
planteado como tema de discusión en este artículo.  
RESULTADOS  
 
Se revisaron sentencias de los organismos superiores, tales como, la Corte Constitucional, 
Consejo de Estado y Corte Suprema de Justicia, para identificar posturas, tendencias, 
decisiones y cómo se ha desarrollado la jurisprudencia sobre este tema, encontrándose poca 
legislación referente al problema jurídico planteado.  
La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el tema de la protección de los derechos 
fundamentales a las personas jurídicas. En su Sentencia de Unificación 182 del 6 de mayo 
de 1998, con ponencia de los Magistrados Dr. Carlos Gaviria Díaz y Dr. José Gregorio 
Hernández Galindo, se explica que independientemente del origen de las personas jurídicas, 
ya sean públicas, mixtas o privadas, son sujetos de protección de sus derechos 
fundamentales toda vez que se trata de entidades reales e individualizables, están regidas 
por la Constitución y por las leyes y normas relacionadas con su naturaleza, y les son 
aplicables principios como el del debido proceso, permitiéndoles gozar de la plenitud de las 
garantías constitucionales.  
Menciona esta importante Sentencia, que también tienen derecho al principio de igualdad 
como para las personas naturales y menciona otra sentencia, la C-036/96, de la misma 
Corporación donde establece que la igualdad es susceptible de protección constitucional 
también entre personas jurídicas.  (Corte Constitucional, Sentencia de Unificación 182, 1998, 6 
de mayo) 
Como se mencionó previamente, las personas jurídicas resultan tributarias de acciones de 
tutela porque, a consideración de la Corte Constitucional, no son una ficción sino una realidad 
jurídica. Se encuentra el caso de la Sentencia de Tutela 094 del año 2000. En esta providencia 
al respecto de la protección de los derechos fundamentales, se hace la siguiente apreciación, 
muy relevante para el tema que nos compete.  
“Las personas jurídicas son titulares de derechos como el derecho al buen nombre, 
entendido como el derecho a la reputación, o sea, el concepto que las demás 
personas tienen de uno.” (Sentencia T094, 2000, 2 de febrero) 
En esta acción de tutela se comenta el caso de la Salsamentaría San Martín Ltda., que 
instauró acción de tutela contra el Director del Programa Séptimo Día del Canal Caracol, 
debido a la información difundida en este programa, donde se dijo que esta empresa 
distribuye carne de caballo, afectándose el “Good Will”, el buen nombre y la imagen de 
la empresa. 
El accionante manifiesta que con cámaras ocultas se graban vídeos donde se observa 
que le ofrecen carne de caballo para que sea comprada y distribuida en su 
salsamentaria. En su negocio fueron víctimas del llamado “boleteo” realizado por el 
Frente 54 de las FARC, y por la forma en que la persona que ofrecía carne de caballo se 
presentó, consideraron que podía ser nuevamente de esa organización, por lo que 
decide llevarle la idea.  
El programa presenta la noticia, como si efectivamente compraran y distribuyeran para 
consumo humano la carne de caballo, lo que ocasiona graves consecuencias 
económicas para el establecimiento comercial, con disminución de sus clientes, y 
cuantifican pérdidas en valor de CIENTO CINCUENTA MILLONES DE PESOS M/CTE 
($150.000. 000.oo). 
En la providencia se reitera el derecho que tienen las personas jurídicas al buen nombre, 
también conocido como “Good Will”, que se refiere al concepto que las demás personas 
tienen de uno, derecho que se encuentra en el artículo 15 de la Constitución y que 
protege a las personas jurídicas de la difamación o injurias.  
El “Good Will” término que proviene del derecho anglosajón, se refiere al derecho al 
buen nombre de una persona jurídica y se puede establecer su valor monetario.  
Finalmente, la Sentencia considera que, efectivamente se atentó contra el buen nombre de 
esta empresa, que desconoció sus deberes de revelar la información de forma completa y 
veraz y que afectó patrimonialmente a la empresa. No obstante, también define que la tutela 
no es la vía apropiada para establecer la indemnización porque existen otras instancias sea 
civil o penal para este propósito.  
En el Consejo de Estado también se ha trabajado sobre el tema del daño moral: en sentencia 
del año 1992, el Consejo de Estado con ponencia del Magistrado Juan de Dios Montes 
Hernández, conceptúa que, si bien es cierto que las personas jurídicas no padecen del dolor, 
entendido desde los padecimientos físicos o psicológicos, sí es posible que sufran de daño 
en sus bienes extrapatrimoniales, específicamente el buen nombre, cuya reparación se hace 
necesaria considerando que constituye un derecho como se afirma en los preceptos 
constitucionales. (Consejo de Estado, Radicado 6221, 1992, agosto 27) 
En Sentencia del año 1993, con ponencia del Magistrado Daniel Suárez Hernández, el 
Consejo de Estado se pronuncia sobre recurso de apelación. Este caso se trata de demanda 
interpuesta por una comunidad religiosa, Compañía de Jesús, por el asesinato de uno de sus 
sacerdotes por fuerzas paramilitares. Solicitan la indemnización por daño moral a favor de la 
Compañía de Jesús sufrido a causa del fallecimiento de uno de sus integrantes. El Tribunal 
Administrativo de Córdoba declaró responsable a la Nación Colombiana y condenó a pagar a 
la "Compañía de Jesús", la suma de mil gramos oro como indemnización por los daños 
morales ocasionados a esa comunidad con la muerte del sacerdote. Ante esta decisión se 
interpuso recurso de apelación que fue decidido por el Consejo de Estado revocando la 
sentencia inicial del Tribunal.  
En el análisis presentado por el Consejo de Estado se hacen las siguientes consideraciones:  
“Se ha considerado que la base del perjuicio moral subjetivo estriba en la aflicción, 
tristeza o angustia nacidas del amor, el afecto, la amistad que sienten los demandantes 
por la víctima, sentimientos unidos al parentesco, en la mayoría de los casos, permiten 
presumir el dolor que la desaparición les causa y cuya compensación de dinero se 
procura.  La realidad continúa siendo la misma: de esa persona jurídica no puede 
predicarse el daño moral por cuanto carece de la capacidad afectiva y sentimental 
sobre la cual recarga el perjuicio moral, sin que en estos casos haya lugar a identificar 
la situación de la persona jurídica con la de sus integrantes, pues para todos los efectos 
son diferentes.  Estos, bien pudieron ser víctimas, individualmente considerados, del 
perjuicio moral narrado, pero así no se demandó.  De ninguna manera, las 
consideraciones antecedentes son aplicables para casos como el presente donde el 
perjuicio moral va indiscutiblemente ligado con los sentimientos propios del afecto y el 
amor de un ser humano.  Otra cosa puede ser, cuando el daño moral no presente esa 
directa y exclusiva comunicación sentimental, en cuyo caso, bien puede eventualmente 
pensarse en indemnizar por tal concepto a las personas jurídicas.” (Consejo De 
Estado, Radicado 788, 1993, agosto 20). 
 
Por lo tanto, no es posible que las personas jurídicas sean sujetas de indemnización por 
daño moral secundario a la pérdida de un ser querido.  Este daño solo es atribuible a las 
personas naturales, pero también aclara que, cuando el daño moral no sea por una 
“comunicación sentimental”, como lo expresa esta Corte, sí serían indemnizables.  
 
En el año 2004, en sentencia con ponencia del Consejero Danilo Rojas, se conceptúa que la 
persona jurídica puede sufrir de perjuicio moral siempre y cuando tenga relación con la 
afectación de bienes extrapatrimoniales como es el derecho al buen nombre y retira que no 
aplicaría en el caso de sentimientos propios de afecto y amor de una persona como en el 
caso de la muerte de uno de los integrantes de la sociedad. (Consejo de Estado, Radicado 
19858, 2014, noviembre 13).  
Por su parte la Corte Suprema de Justicia mantiene la posición del daño moral relacionado 
con la afectación del buen nombre cuando esto repercute de manera significativa en su 
patrimonio, amenazando su existencia o poniéndola en condiciones de inferioridad. (Corte 
Suprema de Justicia, Radicado 16441, 2000, mayo 29).  
En otro pronunciamiento de esta Corte, en el caso de un funcionario de la Fiscalía 
condenado por delitos como la apropiación que realizaba de dineros incautados en sus 
diligencias, la Fiscalía buscó el pago de indemnización por daño moral por el menoscabo en 
la imagen de la institución por el actuar de este funcionario. En esta sentencia tuvo el 
siguiente pronunciamiento:  
“En otras palabras, para obtener indemnización por el perjuicio 
material y por los perjuicios morales objetivados se debe 
demostrar: a) su existencia y b) cuantía; de esta manera se 
diferencian de los de carácter moral subjetivado, donde solo 
basta acreditar la existencia del daño, luego de lo cual, el 
Juez, por atribución legal, fijará el valor de la indemnización 
en tanto que la afectación del fuero interno de las víctimas 
o perjudicados impide la valoración pericial por inmiscuir 
sentimientos tales como tristeza, dolor o aflicción” (Corte 
Suprema de Justicia, Sentencia 40160, 2013, 29 de mayo). 
 
 
De esta forma queda ratificada la posición de la Corte en relación con el resarcimiento del 
daño moral en personas jurídicas cuando se logre demostrar el menoscabo que esta causa 





El daño está protegido en el ordenamiento en su mayor parte por vía jurisprudencial y por lo 
tanto, es a través de estas decisiones que se ha evolucionado en su apreciación, concepto y 
aplicabilidad.  
Según lo que se ha revisado, el concepto de daño moral involucra la naturaleza y la 
extrapatrimonialidad del interés lesionado, con un componente subjetivo y objetivo, en el cual 
intervienen desde el sufrimiento como tal que puede sufrir un ser humano secundario a una 
pérdida o menoscabo en uno de sus derechos, por ejemplo, la vida, la salud pero que tiene 
una parte objetiva que no solo afecta a los seres humanos sino también a las personas 
jurídicas como es el derecho al buen nombre.  
En cuanto al daño moral en las personas jurídicas, el tema ha tenido una evolución que viene 
mostrando algunas tendencias en cuanto a las causas que pueden obtener este 
reconocimiento.  
Las personas jurídicas son titulares de derechos fundamentales como se ha mencionado y 
desde allí han obtenido el reconocimiento de daño moral en afectación de bienes de tipo 
inmaterial que puedan ser afectados por las acciones de un tercero.  
Pero a diferencia de las personas naturales, la persona jurídica solo ha obtenido 
indemnización, hasta la presente jurisprudencia, cuando demuestra que sufre una afectación 
patrimonial derivada del daño moral secundaria a la afectación al buen nombre.  
Los pronunciamientos de las Cortes, como órganos de cierre, sientan precedentes judiciales 
para el actuar de los diversos órganos judiciales, por lo que sus decisiones marcan un 
camino en las acciones que determinan los cambios en la protección y eventual 
resarcimiento que se pueden obtener en las decisiones de los casos sobre el tema.  
Como grandes conclusiones del tema jurisprudencial se puede apreciar que la Corte 
Suprema de Justicia no ha sido completamente clara en qué posiciones se encuentran 
amparadas las personas jurídicas y hasta dónde la afectación de lo que ellos consideran 
“ sentimientos ”  puede realmente resultar en un menoscabo en intereses 
extrapatrimoniales, como en el caso del funcionario de la Fiscalía, que indudablemente 
causa un daño en la imagen de la institución pero que no es posible cuantificar porque, al ser 
una institución pública, no va a tener una afectación patrimonial por la disminución de sus 
clientes como se veía en el caso de la salsamentaria, el cual es más fácil de objetivar, 
considerando que hubo una merma en el número de clientes y en los ingresos perceptibles 
que resultó demostrable.  
Para el Consejo de Estado, el tema probatorio también resulta relevante y la procedencia de 
la indemnización es secundario a la decisión del juez, una vez que este valore las pruebas 
que tiene del caso y considere que haya sido probado el daño.  
Finalmente, el daño moral para las personas jurídicas, por el momento, solo es indemnizable 
en caso que se pueda probar su detrimento patrimonial secundario a este y secundario a la 
afectación al buen nombre.  
De acuerdo con la pregunta de investigación, fue necesario partir de la definición de daño moral, 
tener en cuenta la persona jurídica, el tratamiento de la reparación directa en la jurisdicción 
contenciosa administrativa para resarcir estos mismos daños antijurídicos por hechos, omisiones 
u operaciones administrativas que ponen en entredicho los fines esenciales del Estado de 
acuerdo con la función pública de convivencia y armonía de los intereses de la sociedad. Los 
perjuicios morales no se ejecutan o se reparan con alguna distinción entre la calidad de la 
persona ya sea natural o jurídica, sino que el juez administrativo debe reconocerlos, cuyo daño 
haya sido probado tácticamente; no es necesario que se demuestre algún tipo de afectación, sino 
que el dolo haya sido expuesto como irreparable, ya que es meramente subjetivo, no es un daño 
patrimonial, así como se hizo la diferencia en el presente documento.  
Se puede probar el perjuicio moral de la persona jurídica cuando afecte el buen nombre de dicha 
organización, empresa o sociedad, cuando el daño sea irreparable ante su clientela, las 
expectativas de las ganancias hayan sido graves sin que estas mismas recaigan en derechos 
patrimoniales. Para la autoridad competente el juez tiene la tarea de observar las condiciones 
particulares de la víctima, la gravedad objetiva de la lesión, teniendo en cuenta los principios de 
equidad, razonabilidad y reparación integral. La autoridad competente debe tener 
discrecionalidad en la decisión sin afectar el derecho al debido proceso y la debida defensa de 




La indemnización sigue siendo un tema de discusión, que aún no tiene una regulación 
expresa, y que podría en algún momento lograr también su reconocimiento desde una 
perspectiva subjetiva, si se logra probatoriamente tener certeza de la afectación de intereses 
extrapatrimoniales. Puesto que el daño moral como tal, está concebido como la afectación a 
intereses subjetivos, que por el momento no se consideran sino aplicables a las personas 
naturales pero que por definición incluyen el dolor, sufrimiento, aflicción ocasionados por una 
lesión, se puede desarrollar argumentativamente y obtener este reconocimiento también para 
las personas jurídicas, pues como se ha visto es la jurisprudencia la que ha permitido el 
avance de la responsabilidad en ausencia de leyes expresas.  
La reparación de los distintos perjuicios como el daño material o inmaterial se da a través de 
las herramientas dadas al juez para la tasación de los mismos, quien cuenta con autonomía 
en sus decisiones siguiendo unos principios establecidos como la equidad, la 
proporcionalidad y conforme a la sana critica, para dar una seguridad jurídica al precedente 
judicial que posteriormente se puede tener en cuenta para resolver el curso de casos 
similares.  
De esta forma resulta deseable una unificación de criterios entre los órganos de cierre en 
cuanto a la procedencia y la manera de tasar estos perjuicios con el fin de encontrar un 
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